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El que atentare contra la libertad sexual de otra persona, 
utilizando violencia o intimidación, será castigado como 
responsable de agresión sexual con la pena de prisión de uno 
a cinco años. Artículo 178 del Código Penal

Federación de Empleadas y Empleados de Servicios Públicos de UGT Madrid.

Visibilizar y defender 
los derechos LGTBI en 

el ámbito laboral
El 15 de julio de 1954, Franco firma la modificación de dos artículos de la Ley 

de Vagos y Maleantes, para poder perseguir sin tapujos la homosexualidad. 

Con la modificación del artículo 2 de la Ley se pasaba a perseguir a los 

homosexuales, rufianes y proxenetas, con la pena de internamiento en un 

establecimiento de trabajo o Colonia Agrícola, separados de los demás. 
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Se les prohibía residir en un determinado lugar o territorio y se les obligaba a 
declarar su domicilio. Por primera vez en la historia se persigue la identidad, 
no el acto sexual, y se castiga a los homosexuales por el hecho de serlo, 
prescindiendo de prueba alguna para hostigar a los sospechosos.

Los centros de trabajo o Colonias agrícolas no eran otra cosa que campos de concentración 
donde los presos eran recluidos entre uno y tres años en los que se les sometía “en condiciones 
inhumanas, trabajo hasta el agotamiento, palizas y otros castigos corporales y hambre. El 
recuerdo de la represión franquista nos muestra la realidad de la larga lucha de las personas 
LGTBI no solo por la conquista del derecho de ser, sino también por la conquista de libertad y el 
reconocimiento de su dignidad. Una lucha que se ha transformado en una gran marcha en todo 
el mundo, como muestra la celebración este año en Madrid, del World Pride, la marcha por el 
Orgullo, en la que asistirán más de dos millones de personas que llegan de todos los rincones 
del mundo. Un día para la celebración, pero también para la denuncia, porque aún en muchos 
países, se castiga con pena de muerte el hecho de ser gay, lesbiana, transexual o bisexual.

En España, fue el 30 de junio de 2005, cuando el Congreso daba luz verde a la reforma del 
Código Civil, incluyendo un párrafo al artículo 44 en el que se afirma que “El matrimonio tendrá 
los mismos requisitos y efectos cuando ambos contrayentes sean del mismo o de diferente 
sexo” En el año 2007, se aprueba la ley de identi¬dad de género, que permite cambiar el género 
asignado al nacer sin necesidad de la cirugía de reasignación sexual y se ven reconocidos 
los derechos más bá¬sicos para las personas transexuales. Sin embargo, a pesar del avance 
que esta legislación supone todavía hay mucho camino por recorrer. Desde FeSP UGT, 
estamos trabajando por la equiparación de derechos en los ámbitos laborales y sociales, 
haciendo efectivas las leyes. Tal y como afirma Eurian Leite, coordi¬nador del Comité LGTBI de 
Interaméricas de la IPS: “Necesitamos una acción afirmativa en los sindicatos para luchar contra 
los prejuicios y la violencia en el lugar de trabajo y en la sociedad. Un sindicato más diverso es 
más eficaz, y fortalece el poder colectivo para defender los derechos sindicales y humanos”.

Conscientes de que la lucha por los Derechos y la Igualdad de trato de las per¬sona LGTBI en 
los ámbitos de trabajo forma parte de nuestra lucha sindical des¬de FeSP UGT vamos a seguir 
trabajando para el avance de los derechos LGTBI en las administraciones públicas, así como 
para incorporar medidas de acción positiva de inclusión/diversidad en la negociación colectiva. 

Medidas como la incorporación de un protocolo de actuación ante casos de discriminación 
por orientación sexual e identidad de género, o excluir del cóm¬puto de absentismo para el 
despido objetivo, complementos de productividad o evaluación de desempeño, las faltas de 
asistencia ocasionadas por consultas, trámites o incapacidad temporal relacionada con el 
proceso de transición de las personas trans. Son algunas de las acciones que debemos incluir 
en la negociación colectiva, con el fin de visibilizar y defender los derechos LGTBI en el ámbito 
laboral.

Julio Lacuerda. Secretario General de FeSP-UGT.
FUENTE: Revista Karishina.

“Necesitamos una 
acción afirmativa 
en los sindicatos 
para luchar contra 
los prejuicios y la 
violencia en el lugar 
de trabajo y en la 
sociedad”.

UGT, con motivo del Día del Orgullo LGTBI 2019, expresa su compromiso 
activo en defensa de los derechos de estas personas, en el ámbito laboral 
y social.

Considera la negociación colectiva y la acción sindical pilares fundamentales para 
lograr la igualdad real y efectiva de las personas LGTBI.

Exige la aprobación de una Ley LGTBI que reconozca el derecho a la igualdad de 
trato y no discriminación de lesbianas, gais, bisexuales y personas trans.

https://www.fespugt.es/images/PDF/karishina/karishina_seis.pdf
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Se cumplen 12 años de la ley de rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas y UGT reconoce que se han conseguido 
avances en la igualdad de trato, con medidas como el reconocimiento del derecho al matrimonio a las parejas del mismo sexo, pero queda mucho 
camino por recorrer, especialmente en el ámbito laboral, de la diversidad sexual, familiar y de género.

La visibilidad de las personas LGTBI en el entorno laboral es una prioridad para el sindicato. Dos de cada tres personas ocultan su orientación 
sexual y su identidad de género en el trabajo, lo que supone que no existe una situación de igualdad real y efectiva ni una expresión libre de la 
diversidad familiar, sexual y de género.

Las trabajadoras y los trabajadores LGTBI siguen enfrentándose a prejuicios y discriminaciones, tanto en el acceso, como el mantenimiento del 
empleo, y en el desarrollo de su actividad profesional, así como en la promoción profesional. Es habitual encontrarse actitudes basadas en una 
ideología y una educación donde no tiene cabida orientaciones e identidades distintas a la “heteronorma”, que coartan la libertad y la integración 
de estas personas y las condena a la exclusión en distintos ámbitos, como el laboral.

Por otra parte, se calcula que el paro que enfrentan las personas trans supera el 80%, siendo el colectivo de personas más vulnerables. Si para 
lesbianas, gais y bisexuales la situación de discriminación se produce en el empleo, muchas personas trans tienen dificultades de acceso, por lo 
que se ven abocadas a la exclusión y a una vulnerabilidad mayor.

La visibilización de las personas LGTBI puede conllevar represalias e incluso la pérdida del puesto de trabajo, por lo que muchas optan por 
ocultar su orientación sexual e identidad de género. Burlas, acoso laboral, vejaciones, exceso de tareas, peores condiciones laborales, impedir 
su promoción profesional, reconocer una categoría laboral más baja que la que realmente le corresponde son alguno de los actos de LGTBIfobia 
en el empleo.

UGT reitera, en el marco de la celebración del Día Mundial del Orgullo LGTBI, su compromiso para que la diversidad sexual, familiar y de género 
sean una realidad, y en este sentido ha creado un área específica para atender los problemas de estos trabajadores y trabajadoras.  Además, 
este año ha analizado en la III Jornada Confederal sobre la “Situación de las personas LGTBI en el ámbito laboral”, cómo avanzar en la no 
discriminación por orientación sexual e identidad y expresión de género en el ámbito laboral y en las medidas para erradicar la LGTBIfobia.

UGT participa y apoya las reivindicaciones del movimiento asociativo LGTBI como es el caso de la Federación Estatal de Lesbianas, Gais, 
Trans y Bisexuales (FELGTB) y realiza un llamamiento a la ciudadanía para que se manifiesten en las calles el próximo día 6 de julio, en la 
manifestación del Orgullo LGTBI.

El sindicato exige medidas legales que plasmen esa realidad como concepción progresista de la sociedad. En este sentido, considera pertinente 
la aprobación de una Ley para la igualdad de las personas LGTBI, para que los derechos de lesbianas, gais, bisexuales y personas trans sean 
una realidad.

UGT continuará trabajando, de forma activa, en favor de los derechos de las personas LGTBI, con el objetivo fundamental de erradicar cualquier 
tipo de discriminación por motivos de orientación sexual e identidad/expresión de género en el ámbito laboral y apostando por la igualdad de 
todas las personas.

Erradicar la LGTBIfobia en el empleo

Manfiestación del Orgullo
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La secretaria confederal de UGT, Adela Carrió, ha dado estos datos  en un acto celebrado en la sede central del sindicato, en el que han facilitado 
un decálogo por la igualdad y el respeto a los derechos de las personas LGTBI en el mercado laboral, en el que ha señalado además que la 
mayoría oculta su condición sexual por miedo a sufrir el rechazo de sus compañeros y jefes.

“Es importante fomentar a través de protocolos la igualdad de oportunidades y trato. No se puede consentir que una persona no sea contratada 
o no puede promocionar por su condición sexual”, ha añadido. 

Por su parte, el coordinador del área LGTBI confederal de UGT, Toño Abad, se ha mostrado “agradecido” por la acogida y el creciente interés 
que ha suscitado la creación de este área. Luego, ha recordado que solo una de cada tres personas del colectivo se hace visible en el trabajo 
y que en toda España los distintos observatorios registraron el año pasado más de 600 agresiones al colectivo, aunque calculan que solo se 
denuncian el 10 por ciento.

“Muchas de ellas se producen en el entorno laboral y eso nos preocupa porque si vemos el entorno laboral como hostil la consecuencia directa 
es que nos vamos a ocultar y eso se asocia con la renuncia a ejercitar nuestros derechos, como pedir un permiso retribuido por matrimonio o 
acompañamiento de la pareja a citas médicas, por ejemplo. Por eso queremos herramientas para denunciar”, ha agregado.

Por otro lado, la secretaria de Igualdad de UGT Madrid, Ana Sánchez de la Coba, ha adelantado que su compromiso es no permitir ningún tipo 
de discriminación en el ámbito laboral. “Hemos tratado y desarrollado políticas que puedan implementar después en su puesto de trabajo. Es 
esencial poder introducir cláusulas contra la discriminación en los convenios colectivos y que se contemplen evaluaciones de riesgo psicosociales 
sobre la homofobia en el trabajo. Es necesaria una ley de Igualdad LGTB, un plan contra los delitos de odio, que en los currículos escolares entre 
la diversidad laboral, protocolos de acoso laboral y atención a las personas mayores LGTBI”, ha expuesto.

En el decálogo presentado por UGT Madrid se compromete a contribuir, desde la acción sindical, a eliminar la discriminación del colectivo en 
todos los ámbitos, especialmente el laboral; erradicar todas las formas de violencia por LGTBifobia y especialmente el acoso sexual y laboral; 
favorecer la igualdad de oportunidades de este colectivo, eliminando estereotipos; que se desarrollen las dos leyes aprobadas en la Asamblea 
de Madrid y la creación de un Consejo LGTBI de la Comunidad.

También apuestan por visibilizar la diversidad familiar, la constitución de un Consejo Autonómico LGTBI para observar y fiscalizar el grado de 
cumplimiento de las dos leyes, formar cuadros sindicales en materia de atención a la diversidad sexual, familiar y de género en el ámbito laboral; 
y reclamar un marco de Diálogo Social en un compromiso de actuación e intervención.

Un 70 por ciento de las personas pertenecientes al colectivo LGTB ha 
sufrido situaciones de acoso dentro del ámbito laboral y un 60 por ciento 
se ha visto rechazado por sus compañeros, pero solo un 10 por ciento se 
atreve a denunciarlo.

Decálogo
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Una reflexión sobre conciliación
Para contestarnos sobre la pregunta ¿conciliación? tomamos como ejemplo 
dos personas que tienen al cuidado dos menores de 10 años, que es una 
situación similar a una familia “tipo” dentro de los diversos tipos de familia 
existentes, que en cualquier caso padecen cada año las dificultades de 
conciliar la vida laboral y familiar.

En las Navidades y Semana Santa se suele jugar con la posibilidad de que alguno de los adultos pueda pedir los días que los niños no tienen 
colegio para quedarse con ellos, si esto no es posible existen campamentos para dejar a los niños mientras los padres desarrollan su actividad 
laboral. 

Esta situación es más compleja aún con la jornada reducida de la primera quincena de Junio, ya que para mantener el horario hay que contratar 
la ludoteca del colegio.

La segunda quincena de Junio, con las aulas ya cerradas, conviene tener algún campamento visto para que los menores mantengan la actividad 
y permitan que los padres puedan seguir con su jornada. 

En Julio hay dos opciones, o alguno de los adultos se pide las vacaciones, con lo que la unidad familiar no puede disfrutar de periodo vacacional 
conjunto, o de nuevo acudimos a los campamentos de verano de los que hay múltiples ofertas, privada y pública, pero en todo caso supone un 
desembolso importante.

En Agosto es más complicado, y más caro,  encontrar campamento si por algún casual no coincide el periodo vacacional de los padres con los 
hijos.

En Septiembre, al menos una semana más que no hay colegio y debes buscar recursos para que cuiden a los pequeños mientras seguimos 
trabajando.

Esta situación se agrava si la unidad familiar es monoparental, el periodo vacacional es uno, la responsabilidad sobre el cuidado de los 
pequeños es de un adulto y el sueldo disponible para contratar recursos también es uno.

Un recurso muy utilizado es el de los abuelos, que ejercen de padres suplentes durante gran parte del año y también en el verano. La gran labor 
que hacen es poco reconocida y es muy injusto que, cuando deben disfrutar de sus nietos después de cuidar y criar a sus hijos, les toca volver 
a hacer de padres con los pequeños.

Por otro lado, no todo el mundo tiene el recurso de la familia más cercana con la disposición y la voluntad de suplir las responsabilidades de los 
padres, con lo que se ven obligados a tirar de cartera y a gastar unos recursos económicos que son muy relevantes.

Dos personas cuidadoras -madre o padre, dos padres o dos madres- y dos hijos o hijas menores de 10 años, que ya 
durante todo el curso escolar tienen que participar en actividades extraescolares para capacitar a alguno de los adultos 
de la unidad familiar pueda llevarlos y recogerlos del colegio, tanto desayunos por la mañana, como actividades variadas 
tras la jornada escolar.



Federación de Empleadas y Empleados
de Servicios Públicos de UGT Madrid.

7

Esto a nivel económico, a nivel emocional, la frustración de no poder disfrutar de los momentos más importantes de la vida reciente de los pequeños, sus primeros 
pasos, sus primeras palabras, la caída de sus primeros dientes. La convivencia familiar se limita a la merienda-cena, baño, cuento y despertar.

La opción más racional que se nos ocurre es la reducción de jornada de uno de los miembros de la pareja, o, en caso de familia monoparental, de la madre/padre. 
Esto supone reducción de ingresos y por tanto, reducción de recursos económicos para el desarrollo de la vida familiar. Esta reducción de jornada en muchos 
casos no supone una reducción de la productividad  de quien pide la reducción, sino que en menos tiempo  efectivo de trabajo tiene que realizar las mismas 
funciones y cumplir los mismos objetivos.

Otra opción es pedir excedencia por cuidado de hijos, pero del mismo modo supone la pérdida de un salario en el núcleo familiar. Además, surge una cuestión: 
¿Quién solicita la excedencia?, ¿padre o madre?, lo racional recomienda que sea el que menos salario percibe, y, como lamentablemente partimos de una brecha 
salarial importante en detrimento de la mujer, es muy probable que sea la mujer la que decida solicitar la excedencia y renunciar a su desarrollo profesional 
durante el tiempo que esta dure, que, con datos, en muchos casos acaba con la carrera profesional definitivamente. Si la familia con su menor o menores es 
monoparental no puede permitirse excedencias, salvo situaciones económicas muy particulares que puedan permitirse vivir un tiempo sin ingresos.

Todo lo que estamos exponiendo supone un gran acicate a que las personas que pretenden un desarrollo profesional importante vean muy limitadas las 
posibilidades de crear una familia y un entorno familiar apropiado, y pensarse seriamente la idea de tener hijos.

Necesitamos un desarrollo efectivo de la ley de conciliación, con la posibilidad de reducir jornada sin reducir salario,  la de adecuar la jornada laboral a los horarios 
y vacaciones escolares, o profundizar en la posibilidad del teletrabajo donde sea factible.

Después de VEINTE AÑOS de la publicación de la Ley de Conciliación, hemos avanzado poco en el desarrollo efectivo de la misma.

DESAYUNOS ANUAL: 
EXTRAESCOLARES ANUAL:
CAMPAMENTO JUNIO:
CAMPAMENTO JULIO:
CAMPAMENTO SEPTIEMBRE:
SEMANA SANTA Y NAVIDADES:

TOTAL:

800€
500€
200€
800€
150€
200€

2650€

En centro público.
En centro público.
En centros privados.
En centros privados.
En centro público.
En centro privado (la oferta es muy escasa en estas fechas).

Groso modo, en una familia donde trabajan las dos personas adultas que tienen a su cargo los cuidados de dos menores de 10 años, que además 
no siempre pueden optar a los servicios que ofrecen centros públicos y considerando que tienen la posibilidad del mes de agosto para poder 
cuidar o disfrutar de sus hijos o hijas menores,  para poder conciliar  durante el año necesitan los siguientes recursos: 

La precariedad laboral es incompatible 
con una conciliación plena y real 
Recientemente se ha celebrado la II Jornada de Testimonios por la 
Conciliación y la Corresponsabilidad organizada por la Comisión Nacional 
para la Racionalización de los Horarios Españoles (ARHOE), donde participó 
el Secretario de Política Sindical de UGT, Gonzalo Pino, que destacó en 
su intervención el compromiso del sindicato con la conciliación y la 
corresponsabilidad, como elementos indisolubles de unas relaciones laborales 
de calidad y una sociedad justa.

SI ESTO ES CONCILIACION, NO LO CREO.
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Gonzalo Pino subrayó  que “las políticas de ajuste aplicadas desde 2010, y las sucesivas reformas laborales en nuestro país, han erosionado 
derechos esenciales y propiciado una situación de precariedad laboral generalizada incompatible con una conciliación plena y real”.

“No es posible racionalizar horarios cuando más del 25% del empleo es temporal; cuando tres de cada cuatro empleos a tiempo parcial están 
ocupados por mujeres, y la mitad es involuntario-; cuando se realizan un total de 330 millones de horas extraordinarias al año, la mitad de las 
cuales no se pagan; cuando casi la mitad de la clase trabajadora en España es mileurista; y cuando las mujeres sufren una brecha salarial del 
22%” ha añadido.

Pino señaló que “estos datos convocan a toda la sociedad (empresas, sindicatos, administraciones públicas y sociedad civil) a abordar una 
ambiciosa tarea colectiva, como es la de conformar un nuevo contrato social de progreso en torno a tres ejes: promover empleos estables, 
productivos, seguros y bien remunerados; construir un sistema de protección social suficiente, que ofrezca servicios esenciales básicos para la 
ciudadanía, como el cuidado de hijos y mayores a coste accesible; y lograr una igualdad de oportunidades y de trato generalizada, y de manera 
señalada entre mujeres y hombres” en este sentido terminó su intervención diciendo  “Solo así lograremos implantar las medidas adecuadas 
que permitan una efectiva conciliación de la vida personal y laboral”.

“Hemos trabajado para ello en los 130 años de 
historia y seguimos haciéndolo con el mismo 
tesón porque estamos convencidos de que 
conciliar es igualdad, es eficiencia, es salud, es 
convivencia. Pero no hay conciliación posible si 
no se garantizan antes unos derechos laborales 
y sociales extensos e igualitarios. Y en estos 
momentos, lamentablemente, estamos lejos de 
lograrlo”.

La organización juvenil RUGE (Revolución Ugetista) considera que la juventud española, especialmente los menores de 25 años, se está 
convirtiendo en “el divino tesoro” de las empresas, a costa de empleos cada vez más temporales, precarios y baratos.

La tasa de paro de los menores de 25 se sitúa aún en el 34,97% y la tasa de temporalidad en el 72,8%, un 33,6% superior a la media de la zona 
euro.

RUGE considera que hay que derogar las dos últimas reformas laborales y establecer medidas específicas para incentivar un empleo digno 
para nuestros jóvenes, en el marco del diálogo social.

Propone, entre otras cosas: fomentar el contrato de relevo y la jubilación parcial a los 61 años, poner en marcha un Estatuto de Prácticas 
no Laborales, establecer un nuevo contrato de formación y aprendizaje e impulsar una red de oficinas de empleo juvenil a nivel estatal con 
orientadores especializados.

Precariedad: Jóvenes españoles menores de 25, campeones de la precariedad 
en Europa.
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El mercado laboral español maltrata a nuestros jóvenes, especialmente a los menores de 25 años, según constatan los datos de la Encuesta de 
Población Activa relativos al primer trimestre del año. Este colectivo es una de las principales víctimas de una normativa laboral tremendamente 
injusta que fomenta empleos temporales, precarios y baratos.  Los datos constatan esta realidad:

Temporales y precarios

Propuestas

La tasa de desempleo de los menores de 25 años se situó en el 34,97% (afectando a 508.800 personas, que representan el 15,17% del total de 
desempleados).

En términos interanuales el número de parados menores de 25 años se ha reducido en 6.400 personas, a un ritmo muy por debajo del porcentaje global 
(-1,24%, frente al -11,64%).

Respecto a los datos de ocupación, en el primer trimestre del año se registraron 946.200 jóvenes menores de 25 años ocupados (56.600 menos que en 
el trimestre anterior. Si bien en términos interanuales la ocupación ha aumentado en 46.600 personas jóvenes). La ocupación de jóvenes aumenta a un 
ritmo superior al de la tasa general en términos interanuales (4,83%, frente a 3,16%).

Las mayores subidas de tasas de paro, comparando el primer trimestre de este año, con respecto al mismo periodo del año anterior, en los menores de 
25 años, se dan en La Rioja, Cantabria, País Vasco, Canarias y Madrid. Por otra parte, las regiones con mayor tasa de paro de los menores de 25 años 
continúan siendo Andalucía, Canarias Cantabria, Extremadura y Ceuta y Melilla (en todas ellas la tasa de paro supera el 40%).

El territorio donde hay más ocupados menores de 25 años es en Cataluña y donde hay menos es en Melilla.

RUGE muestra su preocupación porque el leve descenso interanual del desempleo de los menores de 25 años se haga en base a peores empleos.

La tasa de temporalidad, en los menores de 25 años, asciende al 72,8%, un 33,6% superior a la registrada en la zona euro (54,5%).

La ocupación en los menores de 25 años se realiza en modalidades de contratación de naturaleza temporal. Prevalecen los contratos para obra y servicio 
(148.100 contratos) y los contratos por obra o servicio determinado (208.600 asalariados), según los datos de la EPA correspondientes al primer trimestre 
del año.

Los contratos de aprendizaje, formación y práctica representan menos del 10% de la contratación de este colectivo, lo que demuestra que hay una 
precarización en el acceso al mercado de trabajo, es decir se recurre más a becas que a contratos de prácticas.

 Además, cada vez hay más contratos de corta duración (el 26,7%).

El 90% de las personas (alrededor de 17.000) que trabajan en plataformas digitales son jóvenes. El no reconocimiento de la relación laboral por cuenta 
ajena de estos trabajadores tiene un elevado coste que repercute en la pérdida de 4.000 euros de salario al año de media por cada trabajador y de 6.000 
euros de cotizaciones a la Seguridad Social.

Además de derogar las dos últimas reformas laborales, especialmente la de 2012,  que apuesta por un mercado laboral precario y de bajos salarios, UGT 
propone medidas específicas para favorecer el empleo de los jóvenes. Entre ellas:

Fomentar el contrato del relevo y la jubilación parcial, nuevamente a los 61 años, utilizando la financiación del Fondo Social Europeo.

Poner en marcha un Estatuto de Prácticas no Laborales para regular de manera eficaz los requisitos que tienen que cumplir las empresas e instituciones, 
la duración máxima de las prácticas o un marco de protección social y de prevención de riesgos laborales.

Un nuevo contrato de formación y aprendizaje con penalizaciones a las empresas que abusen de su uso con el único fin de recibir bonificaciones del 
Gobierno.

Una red de Oficinas de Empleo juvenil, a nivel estatal, tomando como modelo a los países nórdicos, que cuentan con orientadores especializados. Se 
trata de desarrollar acciones efectivas en el marco del Plan de Garantía Juvenil, para frenar la elevada tasa de paro juvenil.

Desempleo y ocupación
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Igualdad en el ámbito sindical
Los días 3 y 4 de junio la Secretaría de Politica Sindical, Mujer e Igualdad 
de nuestra Federación FeSP-UGT Madrid, participó en el curso de Igualdad 
en el Ámbito Sindical que organizó la Secretaría Federal de Mujer y Políticas 
Sociales.
Han finalizado los 2 días de curso de igualdad en el ámbito sindical realizado en la escuela  Julian Besteiro de Madrid con una amplia participación 
de las compañeras y compañeros  responsables de las federaciones territoriales. 

En la primera sesión contamos con María Amor Vázquez, Técnica Dpto. Confederal de la Mujer  Trabajadora que detalló las nuevas medidas 
dentro del RD 6/2019 modificación de la ley  orgánica 3/2007 en planes de igualdad.

El equipo de la Sª de Igualdad de la FeSP  UGT (Mujer y Políticas Sociales) realizó un estado de  situación de los diferentes programas de la 
Secretaría: Somos Más y Aula Intercultural,  Memoria Histórica. Además se analizaron los retos y dificultades de las negociaciones de los  planes 
de igualdad, creando alianzas para enfocar los retos de manera conjunta. Cada  territorio expuso sus necesidades y ejes de trabajo prioritarios 
para crear sinergias de trabajo  en RED donde todas nos podamos apoyar.

Si hablamos de trabajo en RED, estas 2 jornadas de trabajo se han caracterizado por cómo se  han involucrado las compañeras y los compañeros 
en los talleres y dinámicas de trabajo que  se plantearon durante el curso.

Se trabajaron 3 dinámicas: La primera, EL ÁRBOL Y EL BOSQUE donde reflexionaron sobre las  fortalezas, objetivos, y procesos que forman 
parte de nuestro trabajo sindical a través de la  imagen de un árbol. La segunda, AGENTES DE IGUALDAD donde tuvieron que seleccionar a  una 
persona que realizara las funciones de agente de igualdad evaluando un cuadro de  funciones, formación, requisitos y condiciones. La tercera y 
última dinámica fue RECETAS  PARA LA IGUALDAD que consiste en reflexionar, entre otras cosas, sobre las estrategias que  utilizamos para 
ocupar el espacio de las organizaciones.

En el último tramo del curso Ana Maria Corral. Responsable Departamento de Migraciones Confederal, nos habló de  Cómo incorporar 
las cláusulas  de extranjería en los convenios  colectivos con una brillante exposición. Para la clausura contamos con Frederic Monell,  
Secretario de Organización de FeSP UGT. MUCHAS GRACIAS A TODAS POR VUESTRA ENTREGA Y PARTICIPACIÓN  SEGUIMOS 
COCINANDO NUEVAS RECETAS PARA LA IGUALDAD.

Personas que han participado en el curso.
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Convenio de la OIT sobre violencia y acoso, 
2019, y Recomendación sobre violencia y 
acoso, 2019 adoptados por la OIT
Los representantes de los gobiernos, empresarios y sindicatos, que forman 
parte de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), han aprobado 
finalmente el Convenio y la Recomendación sobre violencia y acoso en el 
mundo del trabajo, tras dos años de deliberaciones acerca de la adopción de 
un instrumento que proteja a las víctimas de violencia y acoso en el trabajo, 
incluidas la violencia y acoso por razón de género.

Tras dos Conferencias Internacionales del Trabajo, la de este año y la anterior, y después de largas discusiones y negociaciones, los trabajadores 
y trabajadoras de la mayor parte del mundo, cuentan con dos instrumentos de referencia para proteger a todas las víctimas de acoso y violencia 
en el mundo del trabajo.

Entre los aspectos más destacados que se recogen en el Convenio están, por ejemplo, la definición de víctimas de acoso y violencia, incluido 
el acoso por razón de género y el acoso sexual, el hecho de que  se extiende la protección frente a estos comportamientos a quienes trabajan 
cualquiera que sea su relación contractual, incluidos los despedidos y los que buscan empleo, así como, los becarios, voluntarios y pasantes y 
que, una vez ratificado por los países, se aplicará, por el país que los suscriba, en los ámbitos públicos y privados, en zonas urbanas y rurales.

Además, se incluye la protección de terceros, exigencia de un importante número de países, cuyas legislaciones no ofrecen ningún tipo de 
garantías a las víctimas del acoso sexual. Es el caso, entre otros muchos sectores, de las trabajadoras del servicio doméstico, sector fuertemente 
feminizado, donde las situaciones de abusos sexuales, las perpetran familiares de las personas que contrataron los servicios, no necesariamente 
el empleador.

El contexto protegido es el mundo del trabajo, pero el espacio protegido va más allá ya que se incluyen espacios comprendidos en los 
desplazamientos, viajes, eventos relacionados con el trabajo, el alojamiento proporcionado por el empresario y los trayectos entre el domicilio y 
el lugar de trabajo así como las comunicaciones relacionadas con el trabajo, incluidas las realizadas por medio de tecnologías de la información.
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Políticas integrales para prevenir y eliminar la violencia y el acoso

Negociación Colectiva y protocolos de actuación

España debe ratificar el Convenio

Tras consultar a las organizaciones sindicales y empresariales, los Gobiernos que ratifiquen este Convenio deberán adoptar políticas integrales 
para prevenir y eliminar la violencia y el acoso, que tendrán en cuenta el acoso y la violencia por razón de género.

Uno de los debates más polémicos ha girado en torno a la necesidad, o no, de enunciar a los grupos vulnerables, más susceptibles de ser 
víctimas. Y dentro de estos el más discutido ha sido el colectivo conformado por lesbianas, gays, bisexuales, transexuales, intersexuales y no 
conformes con el género. En aras a contar con un convenio y una recomendación, válidos para la mayor parte de los países ha habido 
que recurrir a una redacción no exhaustiva que además integre a grupos de personas que, no siendo hoy un colectivo vulnerable, lo 
pueden llegar a ser en el futuro.

La Recomendación adoptada, de carácter no vinculante, señala la negociación colectiva como instrumento eficaz para prevenir la violencia y mitigar 
los efectos de la violencia doméstica en el lugar de trabajo. Este texto normativo, hace un llamamiento para que las políticas nacionales, tengan 
en cuenta en sus disposiciones sobre violencia y acoso, otros Convenios y Recomendaciones anteriores de la OIT, y menciona expresamente, 
los referidos a igualdad y no discriminación, igualdad de remuneración y sobre la discriminación en el empleo y la ocupación.

Una parte importante del texto de la Recomendación, está dedicado a las vías de recurso y reparación de las víctimas de violencia y acoso que 
deberían tener en cuenta todos los gobiernos que ratifiquen el Convenio 190 y se hace especial hincapié en la formación y sensibilización como 
medios de prevención.

En España, contamos varios textos legales que abordan la prevención del acoso sexual y el acoso por razón de género, así como un texto legal, 
específico para las víctimas de violencia de género.

El Código Penal, tipifica el acoso sexual, la Ley de Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres de 2007, define acoso sexual y acoso por razón 
de género.  Además, prevé en el artículo 48 de la ley, que las empresas deben arbitrar procedimientos específicos para la prevención del acoso 
sexual y para dar cauce a las denuncias y reclamaciones por parte de las personas afectadas, es lo que llamamos protocolos de acoso sexual. Lo 
que no específica la ley, es que dichos protocolos deban ser negociados. Por lo tanto, pueden ser adoptados unilateralmente por el empresario.

También están obligadas a tener un protocolo de acoso sexual, las empresas cuyos planes de igualdad, así lo recojan. E incluye la ley entre sus 
obligaciones, la responsabilidad que la Administración tiene de adoptar protocolos de acoso sexual y por razón de género para sus trabajadores.

El Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 
hombres en el empleo y la ocupación, incide en la prevención del acoso sexual y acoso por razón de género. En este Real Decreto confluye la 
prevención del acoso, con la obligación de la puesta en marcha de planes de igualdad de las empresas de más de 50 trabajadores en el año 2022.

UGT demanda al nuevo Gobierno que se constituya en las próximas semanas, que ratifique el Convenio 190 de la OIT sobre la Eliminación de la 
Violencia y el Acoso en el mundo del trabajo y abandere la entrada en vigor del mismo, en un momento en que algunos partidos políticos están 
destinando todos sus esfuerzos en desdibujar la violencia y el acoso por razón de sexo.

Ver convenio de la OIT.

En España, contamos 
varios textos legales que 
abordan la prevención del 

acoso sexual y el acoso por 
razón de género, así como 
un texto legal, específico 

para las víctimas de 
violencia de género.

Los Gobiernos que ratifiquen 
este Convenio deberán 

adoptar políticas integrales 
para prevenir y eliminar la 
violencia y el acoso, que 

tendrán en cuenta el acoso 
y la violencia por razón de 

género.

UGT demanda al nuevo 
Gobierno que ratifique el 
Convenio 190 de la OIT 

sobre la Eliminación de la 
Violencia y el Acoso en el 

mundo del trabajo.

https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---relconf/documents/meetingdocument/wcms_711244.pdf
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El Tribunal Superior de Justicia (TSJ) de la 
Comunidad Valenciana responsabiliza  a 
la empresa de averiguar la autoría de una 
pintada contra una trabajadora
La empresa tiene obligación de proteger la salud y dignidad de sus empleados 
y tomar las medidas necesarias  para prevenir y averiguar conductas de 
acoso, máxime cuando hay una previa denuncia. Incluso si ello implica 
ordenar una investigación con un perito caligráfico para averiguar la autoría 
de una pintada ofensiva.

Así lo establece una reciente resolución en la que el Tribunal Superior de Justicia (TSJ) de la Comunidad Valenciana rechaza el recurso de un 
trabajador sancionado por haber atacado a una compañera con una pintada en la puerta del vestuario de hombres de la compañía. El tribunal 
niega que la prueba aportada por la empresa para suspenderle de empleo y sueldo por treinta días fuera nula por violar su intimidad.

La pintada, que apareció en una de las puertas del vestuario masculino rodeada de un corazón y con una flecha, decía “Canela MAMA” en alusión 
a una de las empleadas, que, una vez avisada, denunció el caso a recursos humanos. Dada la gravedad de los hechos, la empresa encargó una 
investigación, ordenando una prueba pericial caligráfica que determinó la autoría de la pintada. El responsable fue sancionado con suspensión 
de empleo y sueldo, medida que recurrió impugnando la validez de la prueba. En su defensa alegó que la compañía había accedido sin su 
consentimiento a documentos que contenían “datos personales e íntimos”, vulnerando así la ley procesal, que exige autorización judicial en estos 
casos, y la ley de protección de datos personales. Solicitó la nulidad de la prueba y, por tanto, de la sanción impuesta.

La empresa, por su parte, manifestó que lo sucedido no había sido un hecho aislado. En su escrito puso de relieve que la persecución contra la 
trabajadora venía de lejos. Había comenzado cuando esta fue nombrada delegada sindical hecho que el sindicato del trabajador sancionado se 
negó a reconocer, llegando a difundir un “panfleto” en el que se referían a la mujer como “marioneta de la empresa”, “chivata” o “sinvergüenza”. 
Además,  expuso la compañía, el acto vandálico había costado trescientos euros a la empresa, que pudo haber despedido al trabajador.

Los magistrados rechazaron que la empresa hubiera vulnerado la intimidad del trabajador. La prueba pericial se desarrolló, según explica la 
resolución, dentro de los márgenes del derecho del empresario a sancionar comportamientos que atentan contra sus instalaciones y la dignidad 
de los compañeros. La empresa está autorizada a realizar una prueba caligráfica aunque pueda afectar a la intimidad del presunto 
responsable.

La empresa no podía sancionar al empleado por “meras sospechas” por lo que la investigación encargada para acreditar los hechos tenía un fin 
“constitucionalmente legítimo”. No es exigible, señalan los magistrados, el consentimiento previo del afectado. La Ley Orgánica de Protección 
de Datos excluye este requisito respecto de los datos de carácter personal que se refieran a las partes de un contrato, necesarios para su 
mantenimiento o cumplimiento. 

La medida fue, destaca el tribunal, ajustada a derecho y proporcional, acorde con la obligación del empresario de preservar la seguridad y salud 
de sus trabajadores, e impedir comportamientos de acoso o vejatorios que lesionen su dignidad.

Intromisión legítima

FUENTE: cemical y Consejo General del Poder Judicial.
Ver sentencia.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=AN&reference=8683761&statsQueryId=113362192&calledfrom=searchresults&links=%223773%2F2018%22&optimize=20190306&publicinterface=true
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Trabajo estudiará si se produce 
discriminación en la jubilación originada 
por el empleo a tiempo parcial
La normativa española en materia de cálculo de la pensión de jubilación de 
los trabajadores a tiempo parcial es contraria al Derecho de la Unión si se 
revela especialmente desventajosa para las trabajadoras

En 2014 se modificó la fórmula de cálculo, tras otra sentencia de las instancias europeas y del Tribunal 
Constitucional.

El 70% del empleo a tiempo parcial lo desempeñan las mujeres.

La Seguridad Social española tiene un complemento a mínimos que elimina la discriminación al 
establecer una cantidad por debajo de la cual no puede estar ninguna pensión.

El tribunal europeo advierte de la posible existencia de discriminación tanto por la reducción de la base 
de cotización como de los periodos acreditados en el trabajo a tiempo parcial.

El Ministerio de Trabajo, Migraciones y 
Seguridad Social revisará la pensión de 
jubilación causada por empleo a tiempo 
parcial para determinar si se produce la 
discriminación apuntada en una sentencia del 
Tribunal Europeo de Justicia, que responde 
a una cuestión planteada por el Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León.

La Sra. Violeta Villar Láiz impugnó el cálculo 
de su pensión de jubilación realizado por el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social 
(INSS). El importe de su pensión se calculó 
tomando en consideración el hecho de que 
la Sra. Villar Láiz había trabajado a tiempo 
parcial durante una parte importante de su 
vida laboral. La Sra. Villar Láiz alega que la 
diferencia de trato establecida por la normativa 
nacional da lugar a una discriminación 
indirecta por razón de sexo, ya que la mayoría 
de los trabajadores a tiempo parcial son 
mujeres. 

Tras ser desestimada su demanda, la Sra. 
Villar Láiz interpuso un recurso de suplicación 
ante el Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León. Este Tribunal expone que, 
en la mayoría de los casos, las reglas del 
Derecho español relativas al cálculo del 
importe de las pensiones de jubilación tienen 
efectos desfavorables para los trabajadores a 
tiempo parcial, y considera que la legislación 
española da lugar a una discriminación 
indirecta por razón de sexo, contraria a la 

Directiva sobre el principio de igualdad de 
trato, ya que, según el Instituto Nacional de 
Estadística, en el primer trimestre de 2017, el 
75 % de los trabajadores a tiempo parcial eran 
mujeres. 

El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León decidió plantear al Tribunal de Justicia 
cuestiones prejudiciales para que se dilucide, 
en particular, si la normativa española es 
contraria a la citada Directiva. Según esta 
normativa, el importe de la pensión de 
jubilación de tipo contributivo de un trabajador 
a tiempo parcial se calcula multiplicando una 
base reguladora, determinada en función de 
los salarios efectivamente percibidos y de las 
cotizaciones efectivamente satisfechas, por 
un porcentaje que depende de la duración 
del período de cotización. A este período 
se aplican un coeficiente de parcialidad 
equivalente a la relación existente entre 
la jornada a tiempo parcial efectivamente 
trabajada y la jornada realizada por un 
trabajador a tiempo completo comparable, y 
un incremento de un coeficiente de 1,5. 

La sentencia dictada por el Tribunal de 
Justicia declara que la Directiva se opone 
a la normativa española si ésta se revela 
especialmente desventajosa para las 
trabajadoras. 

El Tribunal de Justicia señala en primer lugar 
que la Directiva prohíbe toda discriminación 
por razón de sexo, ya sea directa o 

indirectamente, en lo relativo, entre otras 
cosas, al cálculo de las prestaciones en 
materia de seguridad social. Tras descartar 
la existencia de una discriminación directa, el 
Tribunal de Justicia recuerda que constituye 
discriminación indirecta por razón de sexo 
una situación en la que una disposición 
aparentemente neutra sitúa a personas de 
un sexo determinado en desventaja particular 
con respecto a personas del otro sexo. Esa 
desventaja existe cuando una normativa 
afecta negativamente a una proporción de 
personas de un sexo significativamente más 
alta que la de las personas del otro sexo.

El Tribunal de Justicia pone de manifiesto que 
las disposiciones nacionales controvertidas 
tienen en la mayoría de los casos efectos 
desfavorables para los trabajadores a 
tiempo parcial respecto de los trabajadores a 
tiempo completo. Por lo que se refiere a los 
trabajadores a tiempo parcial reducido (es 
decir, los que han trabajado, de media, menos 
de dos tercios de la jornada ordinaria de un 
trabajador a tiempo completo comparable), 
el porcentaje aplicable a su base reguladora 
es inferior al aplicable a la base reguladora 
de los trabajadores a tiempo completo. De 
lo anterior se deduce que esos trabajadores, 
que según la información que obra en poder 
del Tribunal de Justicia representan el 65 % 
de los trabajadores a tiempo parcial, sufren 
una desventaja como consecuencia de la 
aplicación de dicho porcentaje. 
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El Tribunal de Justicia estima que corresponde 
al Tribunal Superior de Justicia de Castilla 
y León apreciar si los datos estadísticos 
relativos a la distribución de trabajadores de 
sexo masculino y femenino aportados ante él 
son válidos, representativos y significativos. 
Si el tribunal español, basándose en esos 
datos y, en su caso, en otros elementos 
pertinentes, llega a la conclusión de que la 
normativa nacional controvertida coloca a 
las mujeres en una posición particularmente 
menos ventajosa que la de los hombres, dicha 
normativa sería contraria a la Directiva, salvo 
que esté objetivamente justificada. 

A continuación, el Tribunal de Justicia examina 
si la normativa española responde a una 
finalidad legítima de política social. El Tribunal 
de Justicia recuerda en este sentido que una 
medida que implica una reducción del importe 
de una pensión de jubilación de un trabajador 
en una proporción mayor a la correspondiente 
a la toma en consideración de sus períodos 
de ocupación a tiempo parcial, no puede 

considerarse objetivamente justificada por el 
hecho de que la pensión sea, en ese caso, la 
contraprestación de una prestación de trabajo 
de menor entidad.

El Tribunal de Justicia observa que la 
normativa nacional controvertida comporta 
dos elementos que pueden reducir el 
importe de las pensiones de jubilación de 
los trabajadores a tiempo parcial. En primer 
término, la base reguladora de la pensión de 
jubilación se calcula a partir de las bases de 
cotización, integradas por la remuneración 
efectivamente percibida en función de las 
horas trabajadas. Ello tiene como resultado 
que dicha base reguladora sea, en el caso 
de un trabajador a tiempo parcial, inferior 
a la de un trabajador a tiempo completo 
comparable. En segundo término, mientras 
que dicha base reguladora se multiplica por 
un porcentaje que depende del número de 
días cotizados, se aplica a ese mismo número 
de días un coeficiente de parcialidad que 
refleja la relación entre el tiempo de trabajo 

a tiempo parcial efectivamente realizado por 
el trabajador de que se trate y el tiempo de 
trabajo realizado por un trabajador a tiempo 
completo comparable. Aunque este segundo 
elemento queda atenuado por la circunstancia 
de que el número de días cotizados resultante 
de la aplicación del coeficiente de parcialidad 
se incrementa con la aplicación de un 
coeficiente de 1,5, el primer elemento permite 
ya lograr el objetivo perseguido, que consiste, 
en particular, en salvaguardar el sistema de 
seguridad social de tipo contributivo. Por lo 
tanto, aplicar adicionalmente un coeficiente de 
parcialidad relativo al trabajo a tiempo parcial 
va más allá de lo necesario para alcanzar 
dicho objetivo y representa, para el grupo de 
los trabajadores que prestaron sus servicios 
a tiempo parcial reducido, una reducción del 
importe de la pensión de jubilación superior 
a la que resultaría únicamente de tomar en 
consideración su jornada de trabajo pro-rata 
temporis.

FUENTE: gobierno y trascripción literal del comunicado de prensa TJUE nº 59/19.

Ver sentencia.

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/es/TXT/PDF/?uri=uriserv%3AOJ.C_.2018.190.01.0007.01.SPA
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1001
VÍCTIMAS VIOLENCIA DE GÉNERO

La Delegación del Gobierno para la Violencia de Género 
confirmó el 21 de junio que el crimen de Mónica Borràs, la mujer 

desaparecida en agosto de 2018 en Terrassa (Barcelona), es 
el asesinato machista número 1.001 desde que empezaron a 

registrarse las estadísticas en 2003.

Borràs, de 50 años, desapareció el 7 de agosto de 2018. Su 
expareja denunció la desaparición y esta semana fue detenida; 

confesó que la había asesinado y había enterrado su cadáver en 
el jardín de la casa que compartían, donde fue hallado el pasado 

miércoles, día 19.

Este crimen eleva a 26 el número de mujeres víctimas mortales 
de la violencia de género en lo que va de 2019, de las cuales 

solo tres habían denunciado a sus agresores, el 11,5 %. Un total 
de 15 menores han quedado huérfanos, 245 desde 2013.
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Mujeres asesinadas por violencia de género.26

15

1

Huérfanos menores.

Victima Menor mortal en casos de violencia de género contra su madre. 

Atención victimas de maltratos. Teléfono 24 horas.
No deja rastro en la factura pero sí en el teléfono y debe borrarse.

016

La última actualización se corresponde con la víctima desaparecida el 7 de agosto de 2018  y hallada en 
Junio de 2019 en la provincia de Barcelona La víctima no tenía hijos ni hijas menores de edad y no constan  
denuncias previas por violencia de género contra el presunto asesino.

A fecha 21 de junio existen 2 caso en investigación en 2019.

La última actualización se corresponde con la víctima de Santa Cruz de Tenerife de fecha 25 de abril.

Datos hasta el 21 de junio de 2019. FUENTE: Mº. de la Presidencia Relaciones con las cortes e Igualdad. Secretaría de Estado de 
Igualdad. Delegación de Gobierno para la violencia de género

Mil y una mujeres asesinadas en España desde 2003
El 80% de ellas no habían presentado denuncia contra sus agresores, y el 
73% residían en municipios de menos de 100.000 habitantes. Además, tres 
de cada cuatro, el 75%, tenían hijos con el maltratador, lo que concedía a 
éste cierta impunidad. Y el entorno familiar, a pesar de conocer esta terrible 
situación, denunció en apenas un 5 al 7% de los casos.

Así queda el esbozo de los últimos años de violencia machista, 
que se encargaron de trazar ayer las principales instituciones 
implicadas en combatirla y que llevaron en su agenda a una 
«cumbre» de seguimiento del Pacto de Estado. Así que el SOS 
lanzado por la presidenta del Observatorio contra esta violencia, 
María Ángeles Carmona a las puertas de la sede del Poder 
Judicial, fue claro: «Hay que estar vigilantes, sobre todo, para 
proteger a las madres del medio rural, donde se producen la 
mayoría de los crímenes». 

Carmona hizo un salto en la reunión y reveló que, en materia 
judicial, la primera promoción de magistrados especializados 
en violencia sobre la mujer estará lista en 2020. De hecho, de 
los 5.419 jueces que componen la carrera en España, se han 
recabado 1.650 solicitudes de 1.134 jueces (algunos de 
ellos han dirigido más de una petición) para realizar el curso de 
formación en perspectiva de género. El curso tiene una carga 

lectiva de 50 horas y una duración de dos meses. En total, esa primera promoción estará formada por 649 magistradas y 485 magistrados 
de toda España, un «éxito rotundo», a juicio de la vocal del Poder Judicial, porque «uno de cada cinco jueces» va a imprimir este sello en sus 
sentencias. En el temario del que tendrán que examinarse estos jueces se incluirán materias como la «conciliación de la vida familiar y laboral» 
y su influencia en el ámbito de género. 

La juez Carmona celebró que esta medida, contemplada en el Pacto de Estado contra la Violencia de Género rubricado en 2017, es una «de 
las primeras implantadas» en la legislación. De este modo, todos los jueces que quieran ir con preferencia a tribunales con estas competencias 
tendrán que haber aprobado el curso de especialización.


